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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL – FAMILIA

Pereira, treinta de abril de dos mil nueve
Magistrado Ponente: Fernán Camilo Valencia López
Ref: Radicación 66001-31-03-004-2008-00075-01
Mediante esta providencia decide la Sala el recurso de apelación oportunamente interpuesto por la parte contra la que se siguen estos trámites ejecutivos, señor Camilo Ramírez López, y que se adelantan por cuenta de Virgelina Loaiza Torrres y Oscar de Jesús Vélez Benjumea. La alzada se concreta contra el auto de 10 de septiembre de 2008 por medio del cual, el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira rechazó de plano el incidente de nulidad promovido por aquél. Para tomar la resolución que en derecho corresponda, es necesario precisar los siguientes
ANTECEDENTES DEL ASUNTO

1. El 21 de abril de 2008, para los fines correspondientes a lo previsto por el artículo 58 del decreto 2700 de 1991, el Juzgado Tercero Penal del Circuito remitió al mencionado despacho, las sentencias de primera y segunda instancia y otras diligencias relativas a las medidas cautelares adoptadas en el proceso penal adelantado por la muerte del señor Eliécer Betancourth  Loaiza “para que previas las formalidades de la ley adjetiva civil proceda, al remate de tales bienes, al decreto y práctica de nuevos embargos y secuestros si así le fuere solicitado, sin necesidad de caución, a efectos de que con el producto de su remate se atienda el pago de la indemnización de perjuicios causados a la parte representada por el abogado Jesús Alberto Buitrago Duque.”
2. El 2 de mayo siguiente, el Juzgado Cuarto Civil del Circuito asumió el conocimiento de la actuación procesal señalada, solicitó a la parte interesada informara cuáles eran los bienes embargados y secuestrados que habrían de rematarse, y luego de recibir otras comunicaciones del Juzgado Tercero Penal del Circuito, debió resolver la solicitud de nulidad planteada por el señor Camilo Ramírez López, quien alegó se le había ofendido el derecho al debido proceso puesto que contra las previsiones del artículo 488 del Código de Procedimiento Civil se ha seguido una ejecución sin documento que contenga obligación clara, expresa y exigible que le sirva de soporte. Es decir, que se ha procedido sin existir demanda en forma y menos mandamiento de pago. El ejecutado no ha podido pronunciarse sobre las pretensiones coercitivas que se le siguen y aunque ya ha pagado en el juzgado penal mediante consignaciones, esta circunstancia no se ha tenido en cuenta “ni por el juzgado ni por el señor apoderado de la interesada”, lo que a su juicio hace valedero impetrar la nulidad de lo actuado y que se levanten las medidas de aprisionamiento decretadas. 

3.  El a-quo en la providencia objeto del recurso, se limitó a rechazar de plano la petición de nulidad en consonancia con lo previsto por los artículos 140 y 143 del Código de Procedimiento Civil, por no estar la alegada, dentro de las causales previstas en el artículo 140 ibídem. Insistió el peticionario en sus planteamientos, y reitera “que los dineros que se cobran por este trámite ya han sido debidamente cancelados (sic) durante el proceso Penal (sic)”; que no se ha permitido el adecuado ejercicio de su derecho de defensa, y que no existe mandamiento  ejecutivo que avale este trámite. Para resolver la reposición, el despacho conociente se refirió al artículo 58 del decreto 2700 de 1991 en el cual encontró la base del procedimiento que viene adelantando que, dice, es solo continuación del iniciado por el Juzgado Tercero Penal del Circuito, y que, si las condenas hubieran sido pagadas no se habría dado lugar a la remisión de las copias del cuaderno de medidas cautelares, ya que la providencia que condenó al pago de los perjuicios se halla en firme y presta mérito ejecutivo y a la jurisdicción civil solo le corresponde el remate de los bienes aprisionados. En suma, no repuso y concedió el subsidiario recurso de apelación.   
PARA RESOLVER, SE CONSIDERA:

Primero que todo ha de rememorarse que el proceso se adelantó con seguimiento de la normatividad consagrada en la ley 600 de 2000, cuyo artículo 58 disponía: 

“La sentencia que condene el pago de perjuicios, una vez ejecutoriada, prestará mérito ejecutivo ante los jueces civiles. Estos informaran al juez penal de la emisión del mandamiento de pago, deber que le será advertido por el juez penal en la sentencia. Recibida tal información, si hubieren bienes embargados o secuestrados, se dejarán a disposición del juez civil sin levantar tales medidas. 
“Si dentro de los tres meses siguientes a la ejecución de la sentencia condenatoria, el juez penal no es informado de la emisión del mandamiento de pago, levantará las medidas de embargo y secuestro que hubiere decretado.”

Sin embargo, por medio de sentencia C-760 de 18 de julio de 2001, la Corte Constitucional declaró la inexequibilidad total del transcrito artículo 58, lo que condujo a la reincorporación al ordenamiento jurídico de la norma derogada por la declarada inconstitucional, en aras de la necesaria aplicación de la Carta Política a eventos que de otra manera quedarían fuera de regulación legal y se estuviera ante situaciones que en verdad corresponderían a las de un limbo jurídico. Dijo sobre el caso de las normas redivivas, dicho Tribunal:  
“13. Desde el comienzo del funcionamiento de la Corte Constitucional, esta Corporación se ha ocupado en diversas oportunidades de regular lo relativo a los efectos de las sentencias dictadas en sede de control abstracto de constitucionalidad. Conforme a la jurisprudencia de esta corporación, se han fijado las siguientes reglas:

a) Corresponde a la Corte Constitucional establecer cuales son los efectos de sus decisiones en materia de control de constitucionalidad (C-113/93).

b) Salvo que la Corte indique otra cosa, las declaraciones de exequibilidad son puras y simples.

c) Las declaraciones de inexequibilidad, salvo que se indique lo contrario, tiene efectos inmediatos y ex nunc (C-145/94).

d) Las normas derogadas por los preceptos declarados inexequibles, se reincorporan al ordenamiento (C-145/94).

Ahora bien, en punto a la reincorporación al ordenamiento de las normas derogadas por aquellas declaradas inexequibles, la Corte ha indicado que se trata de un efecto ipso jure, (Sentencias C-145/94, T-824A/02, entre otras). También ha señalado dos requisitos adicionales: que no sean inconstitucionales y que la reincorporación sea necesaria para preservar la supremacía de la Constitución. Estos requisitos demandan consideraciones particulares.

14. En cuanto a la primera condición, que la disposición que se reincorpora no sea inconstitucional, esta únicamente tiene sentido bajo los siguientes escenarios: (i) se trata de una norma que resulte manifiestamente inconstitucional, pues en tal evento opera la excepción de inconstitucionalidad. Según la jurisprudencia de esta Corporación, la excepción de inconstitucionalidad únicamente puede aplicarse cuando resulta incuestionable –conforme al texto de la disposición o clarísima jurisprudencia de la Corte Constitucional- que viola la Carta. (ii) que la norma que fue derogada corresponda a la reproducción de una declarada inexequible por la Corte Constitucional, en cuyo caso se verificaría la violación del artículo 243 de la Carta.

Las anteriores condiciones se explican por el hecho de que únicamente le corresponde a la Corte Constitucional declarar la inconstitucionalidad de las leyes. La facultad de inaplicar una norma por inconstitucional es excepcional.

15. En relación con la condición de que la reincorporación sea indispensable para garantizar la supremacía de la Constitución, cabe observar que, aunque se ha indicado que se trata de un requisito para la reincorporación normativa, no ha sido componente de la ratio de las sentencias dictadas por la Corporación. En efecto, en sentencia T-824A de 2002, la Corte, aunque reiteró la necesidad de cumplir el requisito mencionado, al resolver el caso, se limitó a señalar la reincorporación automática de las normas derogadas por aquellas declaradas inexequibles. Por lo mismo, carece de fuerza vinculante dicha condición.”

Así las cosas, se entiende que revivió el artículo 58 del decreto 2700 de 1991, norma que contiene el siguiente texto: 
"Artículo 58. Del remate de bienes. La providencia que condene al pago de perjuicios, una vez ejecutoriada, prestará mérito ejecutivo ante los jueces civiles, cuando no hubiere bienes embargados o secuestrados.

 

"Si hubiere bienes embargados o secuestrados, de oficio se remitirá al juez civil competente copia auténtica de la providencia y de las demás piezas procesales, para que éste, previas las formalidades previstas en la ley procesal civil, decrete y proceda al remate de tales bienes. El juez civil procederá a decretar y practicar nuevos embargos y secuestros de otros bienes, si así le fuere solicitado, sin necesidad de caución, a efectos de que con el producto del remate se atienda el pago de la indemnización de perjuicios. En los eventos a que se refiere lo dispuesto en este inciso, no se admitirán excepciones ni será necesario proferir sentencia. 

 

"Lo dispuesto en este artículo se aplicará a los bienes afectados por comiso que deban destinarse a la cancelación de los perjuicios.”

De suerte que como en el proceso penal existían bienes embargados y secuestrados, al juez civil del circuito se le remitieron las copias para que procediera al remate de bienes tal como dispone el inciso segundo de la norma acabada de transcribir, envío ante la cual no cabía la expedición de mandamiento ejecutivo alguno según reclama el apelante, puesto que ya en la actuación primigenia y de la cual la civil es solo un apéndice, se habían agotado las posibilidades de defensa de los intervinientes en relación con su responsabilidad, la liquidación de perjuicios y la legalidad de las medidas cautelares decretadas. Por este aspecto, no puede entonces quejarse el recurrente, que en realidad no ha planteado inconformidad con la actuación que culminó con la condena a la reparación de los perjuicios causados con el hecho punible. No puede verse, entonces, y tal como lo dedujo el juzgado que se esté ante nulidad de alguna estirpe, visto que la circunstancia en que ella se funda: ausencia de orden compulsoria, no está prevista como causal de invalidez en el ordenamiento procesal civil y porque, como viene sosteniéndose ésta no es necesaria para el cumplimiento de los trámites comenzados en el juzgado penal. Al juez civil, de acuerdo con lo que viene exponiéndose le corresponde una actuación enderezada al efectivo pago de la indemnización. 

Sin embargo, sí debe dejarse claro por la Sala que la competencia que asume este último no ha de estar sujeta a restricciones que impliquen que no pueda resolver sobre el eventual cese de la actuación por el pago de las condenas que corresponden al tercero civilmente responsable aquí perseguido ni sobre las demás contingencias e incidentes que surjan dentro del trámite a su cargo. Como puede apreciarse, el apelante se duele de que mediante diversos depósitos y consignaciones ya ha pagado las indemnizaciones, asunto que de serle expuesto y probado, habrá de resolverse porque si el propósito de los embargos y remates es el de la satisfacción de las mismas, perderían peso unos y otros en el evento de que sea cierto lo afirmado. Precisamente sobre los poderes no limitados sino amplios de que goza el juez civil en estos casos, puede traerse a colación lo que dijo la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en providencia de 27 de agosto de 1997: 
“Dicha disposición distingue (Código de Procedimiento Penal, art. 58), que si no quedan bienes sometidos a embargo o a secuestro, el fallo condenatorio prestará mérito ejecutivo ante los jueces civiles, pero en el caso contrario, aun de oficio se le enviará a esa jurisdicción lo pertinente a fin de que se proceda a su remate.
Tal diferencia, aparentemente, es la que lleva a pensar al juzgado del circuito, dentro de una interpretación estrictamente literal, que la función asignada es exclusivamente la que concierne al remate, sin posibilidad de realizar otro pronunciamiento marginal.

Otro es, sin embargo, el entendimiento de la corte, al cual se llega de una sistemática y coherente interpretación de la disposición, y las instituciones que en ella se regulan, siendo del todo claro que ni en este precepto ni otro alguno que con él se armonice, median en el juez penal retención competencia, como para pensar que la del juez civil quede supeditada o limitada ante quien profirió el fallo de condena.
Lo que cabe entender como se indicará enseguida, es que a partir de la ejecutoria de la sentencia penal, la acción civil y la penal quedan escindidas, sin que se justifique seguir con su unificación, cuando cada una independiza desde entonces sus fines y principios, que por economía procesal llegaron a posibilitar su trámite conjunto.

(…)

Con lo anterior se llega a un alcance más auténtico del artículo 58 del Código de Procedimiento Penal, pues cuando allí se da competencia al juez civil para el remate de bienes embargados, no se le otorga, como se dijo, una competencia restrictiva o simplemente delegada, sino con toda la amplitud que le discierne el Código de Procedimiento Civil, para llevar a su culminación, de manera eficaz y bajo su exclusiva responsabilidad la acción ejecutiva, sea en su integridad y desde un principio para los casos que se regulan en el inciso primero de dicha preceptiva, sea para cumplir los ritos del remate, cuando se cuenta ya con bienes sometidos a embargo o a secuestro.”

En conclusión, se confirmará el proveído apelado.  No hay lugar a condena en costas.

Por lo expuesto, este Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Civil – Familia, CONFIRMA la providencia objeto del recurso, dictada por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito en el proceso de que da cuenta el encabezamiento. Sin costas.




Notifíquese

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López
Claudia María Arcila Ríos




     (con salvamento de voto)
    Gonzalo Flórez Moreno

� Sentencia T-685 de 2003. Magistrado Ponente: Doctor Eduardo Montealegre Lynett.


� Magistrado Ponente: Doctor Juan Manuel Torres Fresneda. 
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